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PROCESO EJECUTIVO / PRESUPUESTOS PROCESALES / EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN DE PERSONA JURÍDICA EXTRANJERA / NO SE ACREDITÓ / SENTENCIA INHIBITORIA / “En síntesis, para solucionar con sentencia de mérito el litigio que se somete al conocimiento de un juez, es necesario que los presupuestos procesales de capacidad para ser parte y demanda en debida forma se hallen satisfechos, porque tratándose de los de falta de competencia y capacidad procesal, procede la invalidez de la actuación. Solo la ausencia de los primeros, impide al juez pronunciarse sobre el fondo del asunto, lo que traduce que debe inhibirse de resolver.”

(…)

“De acuerdo con el artículo 65 del referido código, el poder especial para un proceso puede conferirse por escritura pública o por memorial dirigido al juez del conocimiento, presentado como se dispone para la demanda y cuando lo otorga una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorgue hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquélla y que quien lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias.”

(…)

“En esta instancia, de manera oficiosa, se ordenó a la parte actora, incorporar los documentos que de manera idónea acreditaran su existencia y representación y se le advirtió que debía sujetarse a los artículos 48 y 65 en su inciso final del Código de Procedimiento Civil y el 486 del Código de Comercio…”

(…)

“Con esos documentos no se acredita la existencia de la sociedad demandante.

En efecto, en el poder especial otorgado para iniciar el proceso, el que se apostilló, no dejó constancia el funcionario ante quien se autenticó, sobre la exhibición de los documentos que acreditaran la existencia y representación de la sociedad demandante; tampoco en el que se confirió en el curso del proceso.

Los documentos expedidos por el Registro Público de Panamá tampoco se autenticaron en la forma como lo prevé el artículo 259 del código citado y aunque sí lo fue el Permiso de Operación que le otorgó la Zona Libre de Colón, no es con un documento de tal naturaleza como se acredita la existencia de una sociedad extranjera, de acuerdo con las normas que se han citado a lo largo de esta providencia.

Y de tratarse de una sociedad con negocios permanentes en Colombia, tampoco se arrimó el certificado de la Cámara de Comercio, documento idóneo para probar su existencia.”

(…)

En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, esta Sala agotó el mecanismo previsto por el legislador con el fin de evitar la sentencia inhibitoria, concretamente y como ya se indicara, de manera oficiosa se solicitó a la parte demandante acreditar su existencia, indicándole incluso las normas a las que debía sujetarse, lo que no logró.

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Febrero 21 de 1996, Gaceta Judicial t CXV, página 129. / Corte suprema de Justicia, sentencia de 12 de enero de 1976. / Sala de Casación Civil, MP. Dr. José Fernando Ramírez Gómez, expediente 5708. / 
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA



Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos



Pereira, noviembre quince de dos mil dieciséis 


Acta No. 542 del 15 de noviembre de 2016.
       

Expediente 66001-31-003-005-2011-0094-01
Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la parte demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 23 de febrero de 2015, en el proceso ejecutivo singular que promovió la Sociedad Importadora Universal S.A., contra los señores Rubén Darío González Álvarez y Blanca Gilma Castro Bedoya.
ANTECEDENTES

1.- Solicitó la sociedad demandante se librara orden de pago a su favor y en contra de los ejecutados por la suma de US 186.728.30, que equivalen a $354.000.000 como capital, sus intereses durante el plazo a la tasa del 2% mensual y los de mora a la máxima legal autorizada, desde el 28 de enero de 2011 hasta cuando el pago se verifique. Además, se condenara a los demandados a pagar las costas del proceso.

2.- Para fundamentar esas pretensiones expresó que los señores Rubén Darío González Álvarez y Blanca Gilma Castro Bedoya aceptaron a su favor una letra de cambio por la suma de US 186.728.30, que equivalen aproximadamente a $354.000.000, pagadera el 27 de enero de 2011; los citados señores no han cancelado el capital ni los intereses y de ese documento se desprende la existencia de una obligación expresa, clara y actualmente exigible.
ACTUACIÓN PROCESAL
Por auto del 30 de marzo de 2011 se libró la orden de pago solicitada.

Los demandados, notificados de tal providencia, de manera oportuna propusieron como excepciones de mérito las que denominaron “Excepción real de alteración del texto del título”, “Excepción que se fundamenta en el negocio jurídico subyacente”, “Inocua demanda” y “La genérica” de las que se dio traslado a la sociedad demandante quien guardó silencio.
Agotada la etapa probatoria se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que aprovechó el apoderado de los demandados.

Por auto del 15 de octubre de 2013, se declaró la nulidad de lo actuado en el proceso por haberse configurado la causal de suspensión prevista en el artículo 168 numeral 2º del Código de Procedimiento Civil, entre el 7 y el 16 de mayo del mismo año, por lo que se dejaron sin efecto los interrogatorios absueltos por las partes y el auto que confirió traslado para alegar
. Efectuados los primeros, se dio nuevamente la oportunidad a los contendientes para que alegaran de conclusión, facultad de la que ambos hicieron uso.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Se dictó el 23 de febrero de 2015. En ella decidió la señora Jueza Quinta Civil del Circuito local declarar no probadas las excepciones propuestas; seguir  adelante con la ejecución; rematar los bienes embargados y secuestrados, previo avalúo; practicar la liquidación del crédito y condenar en costas a los demandados.  
Para decidir así, consideró, en síntesis, que sí hubo negocio subyacente que dio origen al título valor cobrado por la vía ejecutiva y que el mismo consistió en la compraventa de mercancías en el período comprendido entre los años 2008 y 2011 y que los ejecutados no probaron que la letra de cambio presentada haya sido llenada contrariando las instrucciones impartidas por ellos.

RECURSO DE APELACIÓN 
Lo interpusieron los demandados. Aducen, por medio de su apoderado, que no se probó en el plenario que hayan otorgado instrucciones para llenar la letra de cambio que se aportó como título ejecutivo y que firmaron en blanco; nunca se comprometieron a cancelar la exagerada suma por la que se les ejecuta y por tanto, ese documento no reúne los requisitos que exige el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, y en general, critica la valoración probatoria que hizo el juzgado para encontrar la existencia de la obligación por la que se les demandó.

El apoderado de la parte demandante formuló alegatos en esta sede. Con fundamento en su propio análisis probatorio, concluye que los demandados no demostraron los hechos en que se sustentaron las excepciones propuestas y por tanto, dice, la sentencia que se revisa debe ser confirmada.

CONSIDERACIONES

1.- Para definir la cuestión, se aplicarán, en materia procesal, las normas del Código de Procedimiento Civil, vigentes para cuando se interpuso el recurso, de acuerdo con los artículos 624 y 625 numeral 5º del Código General del Proceso, que empezó a regir en este Distrito Judicial el pasado 1º de enero.

2.- Como forma de garantizar el derecho constitucional al debido proceso, las actuaciones judiciales, para que se consideren legítimas, deben ajustarse a los requisitos de demanda en forma, competencia del juez, capacidad para ser parte y capacidad procesal, conocidos como presupuestos procesales.

Estos, considerados como requisitos previstos por la ley para la regular formación y desenvolvimiento del proceso, deben estar presentes al momento de proferirse la sentencia para que esta sea de fondo. 

Del estudio de estos, que no define el legislador, se han ocupado la doctrina y la jurisprudencia:

“Se entiende por presupuestos procesales “los requisitos indispensables para la formación y desarrollo normal del proceso y para que éste pueda ser decidido en el fondo mediante una sentencia estimatoria”
, habiéndose señalado por la Corte inicialmente como tales “demanda en forma, competencia del juez, capacidad para ser parte y capacidad para obrar procesalmente”, pero los cuales, de acuerdo con la evolución jurisprudencial experimentada en torno a ellos, hoy se reducen y la tendencia es a que desaparezcan como entidad autónoma dentro del sistema procesal colombiano y se les englobe de donde nunca han debido salir, las causales de nulidad, por esa su naturaleza…

De no estar reunidos estos requisitos, de acuerdo con los repetidos fallos de la Corte, no es posible dictar sentencia estimatoria o desestimatoria sino inhibitoria, la cual tiene como característica esencial ponerle fin al proceso pero no hacer tránsito a cosa juzgada. De este modo las pretensiones debatidas pueden llevarse nuevamente ante la autoridad jurisdiccional, por cuanto la sentencia inhibitoria no resuelve nada acerca de las pretensiones ni tampoco de las excepciones.
…

Afortunadamente la Corte, aun cuando sin la suficiente contundencia y reiteración, ha hecho eco de las diversas críticas formuladas más que a la teoría de los presupuestos procesales a su errada consecuencia: los fallos inhibitorios. Es así como anota que la sentencia inhibitoria, que no obstante continúa aceptando, sólo se puede pronunciar “en el proceso cuando falten los presupuestos atinentes a la capacidad para ser parte y la demanda en forma; no a los referentes a la competencia del juez o a la capacidad procesal, pues estos dos aspectos, por estructurar también causales de nulidad, conducen preferencialmente a invalidar la actuación”
…
.

Como es deber del juez desatar las controversias que se someten a su conocimiento con sentencia de fondo, de hallar ausente alguno de los presupuestos procesales, deberá adoptar las medidas que le ofrece el ordenamiento procesal civil para evitar los fallos inhibitorios. Las causales de nulidad están instituidas como remedios para soslayarlos y a ese mecanismo debe acudir el juez tratándose de la ausencia de los presupuestos procesales de competencia del juez o capacidad procesal, porque el de capacidad para ser parte sí justifica decisión inhibitoria por no estar consagrado como causal de nulidad en el ordenamiento procesal civil, aunque puede proponerse como excepción de fondo; también, el de demanda en forma, aunque solo de manera eventual en razón a las distintas oportunidades que el Código de Procedimiento Civil otorga al juez y a las partes para corregir los defectos que presenta, entre ellas su inadmisión de conformidad con el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil o la adopción de medidas de saneamiento en la audiencia que desarrolla el artículo 101 del mismo código y la proposición de excepciones previas.

En síntesis, para solucionar con sentencia de mérito el litigio que se somete al conocimiento de un juez, es necesario que los presupuestos procesales de capacidad para ser parte y demanda en debida forma se hallen satisfechos, porque tratándose de los de falta de competencia y capacidad procesal, procede la invalidez de la actuación. Solo la ausencia de los primeros, impide al juez pronunciarse sobre el fondo del asunto, lo que traduce que debe inhibirse de resolver.

3.- La capacidad para ser parte, de acuerdo con el inciso 1º del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, la tiene toda persona natural o jurídica; de acuerdo con el inciso 3º, las personas jurídicas deben comparecer al proceso por medio de sus representantes, con arreglo a lo que disponga la constitución, la ley o los estatutos.

 
Los numerales 3º y 4º del artículo 77 de la obra citada, exigen que a la demanda con la que se inicia un proceso, debe acompañarse la prueba de la existencia y representación de las personas jurídicas que figuren como demandantes o demandadas, salvo el evento que prevé el artículo 78, que permite satisfacer tal requisito con posterioridad.

El artículo 48 del citado código, dice: “Las personas jurídicas extranjeras de derecho privado con domicilio en el exterior, que establezcan negocios permanentes en Colombia, deberán constituir en el lugar donde tengan tales negocios, apoderados con capacidad para representarlas judicialmente. Con tal fin se protocolizará en la notaría del respectivo circuito, prueba idónea de la existencia y representación de dichas personas jurídicas y del correspondiente poder. Un extracto de los documentos protocolizados se inscribirá en el registro de comercio del lugar, si se tratare de una sociedad, y en los demás casos, en el Ministerio de Justicia.- Las personas jurídicas que no tengan negocios permanentes en Colombia, estarán representada en los procesos por el apoderado que constituyan con las formalidades prescritas en este Código.”   
De acuerdo con el artículo 65 del referido código, el poder especial para un proceso puede conferirse por escritura pública o por memorial dirigido al juez del conocimiento, presentado como se dispone para la demanda y cuando lo otorga una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorgue hace constar que tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquélla y que quien lo confiere es su representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias.

Y el 259, enseña: “Los documentos públicos otorgados en país extranjero por funcionario de éste o con su intervención, deberán presentarse debidamente autenticados por el cónsul o agente diplomático de la República, y en su defecto por el de una nación amiga, lo cual hace presumir que se otorgaron conforme a la ley del respectivo país. La firma del cónsul o agente diplomático se abonará por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, y si se trata de agentes consulares de un país amigo, se autenticará previamente por el funcionario competente del mismo y los de éste por el cónsul colombiano.”
Por su parte, el artículo 486 del Código de Comercio, expresa: “La existencia de las sociedades domiciliadas en el exterior de que trata este Título y las cláusulas de los estatutos se probarán mediante el certificado de la cámara de comercio. De la misma manera se probará la personería de sus representantes...” 

De acuerdo con esos preceptos, tratándose de una sociedad extranjera con negocios permanentes en Colombia, su existencia y representación debe acreditarse con certificado de la Cámara de Comercio; de no tenerlos, deberá probarse la primera de tales circunstancias de acuerdo con las normas del respectivo país, que se presume, lo fueron, cuando el respectivo documento se autentica en la forma prevista por la última norma del Código de Procedimiento Civil que se transcribió. La representación de la sociedad, en este último caso, la ejercerá el abogado a quien se otorgue el respectivo poder.

 
4.- En el asunto bajo estudio, con la demanda se aportaron los siguientes documentos:

4.1 Poder otorgado por el señor Hamzi Saker, en su calidad de representante legal de la sociedad Importadora Universal S.A., a la abogada Yaneth Rojas Montoya, para que la represente en este asunto. Tal documento fue autenticado ante Notaría Pública Primera del Circulo de Colón de Panamá, este acto se apostilló de acuerdo con la ley 455 de 1998 que aprobó la convención sobre la abolición del requisito de legalización para documentos públicos extranjeros, suscrita en la Haya el 5 de octubre de 1961
. 

4.2 Certificado expedido por el Registro Público de la República de Panamá, el 4 de febrero de 2011, en el que se expresa que la Importadora Universal S.A. se encuentra registrada en el tomo 1020, folio 220, asiento 117106 de la sección de personas mercantil desde el 22 de marzo de 1974 y que ejerce su representación el presidente, señor Hamzi Youssef Sakher Darwich. Ese documento carece de alguna autenticación
. 

4.3 En el curso del proceso, el citado señor confirió poder al Dr. Luis Fernando Gallego Holguín para que lo continuara representando en el proceso. Ese documento se autenticó ante el Cónsul de Colombia en Colón, Panamá
.
5.- En esta instancia, de manera oficiosa, se ordenó a la parte actora, incorporar los documentos que de manera idónea acreditaran su existencia y representación y se le advirtió que debía sujetarse a los artículos 48 y 65 en su inciso final del Código de Procedimiento Civil y el 486 del Código de Comercio. Para tal efecto, aportó el apoderado que la representa, los siguientes documentos:
5.1 Copia del permiso de operación No. 1499, otorgado por la Zona Libre de Colón, Panamá, a la empresa Importadora Universal S.A. para establecerse y realizar operaciones dentro de la Zona Libre de Colón, que autentica el Notario Segundo del Circulo de Colón. La firma de este, la autentica el Cónsul de Colombia en Colón, Panamá
.
5.2 Certificado de Persona Jurídica de la sociedad Importadora Universal S.A., expedido por el Registro Público de Panamá, en el  que se expresa que ejercerá su representación legal el presidente, señor Hamzi Youssef Sakhar Darwich, siendo su duración perpetua y su domicilio Panamá. Además se anuncia que se firmó de manera electrónica calificada por Carlos Abraham Wilson Morales. Ese documento no tiene ninguna constancia de autenticación
. 

6.- Con esos documentos no se acredita la existencia de la sociedad demandante.
En efecto, en el poder especial otorgado para iniciar el proceso, el que se apostilló, no dejó constancia el funcionario ante quien se autenticó, sobre la exhibición de los documentos que acreditaran la existencia y representación de la sociedad demandante; tampoco en el que se confirió en el curso del proceso.
Los documentos expedidos por el Registro Público de Panamá tampoco se autenticaron en la forma como lo prevé el artículo 259 del código citado y aunque sí lo fue el Permiso de Operación que le otorgó la Zona Libre de Colón, no es con un documento de tal naturaleza como se acredita la existencia de una sociedad extranjera, de acuerdo con las normas que se han citado a lo largo de esta providencia.
      

Y de tratarse de una sociedad con negocios permanentes en Colombia, tampoco se arrimó el certificado de la Cámara de Comercio, documento idóneo para probar su existencia.
La Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 16 de mayo de 2001
, decidió no casar la sentencia de un tribunal superior que se declaró inhibido para resolver un proceso ordinario porque la demanda, consideró, se había dirigido contra un establecimiento de comercio. En esa providencia concluyó aquella Corporación que era la accionada una sociedad extranjera, respecto de la cual se hallaba ausente el presupuesto de capacidad para ser parte porque no se acreditó su existencia. En algunos de los apartes de ese fallo, se lee:  
“Conforme a lo anterior las sociedades en su condición de personas jurídicas, incluyendo, desde luego las extranjeras, pueden ser parte de un proceso. Claro está, que para tal efecto, es decir, para poderlas constituir en parte, se precisa demostrar su existencia y su representación, conforme lo establecen los ordinales 3 y 4 del artículo 77 del Código de Procedimiento Civil, esto es, anexando a la demanda los documentos que dan cuenta de una y otra circunstancia…

En todo caso, si la actividad probatoria desplegada con ocasión de lo previsto en el artículo 78, resulta en vano, porque en las oportunidades allí indicadas no se obtiene la prueba de la existencia y representación de la persona jurídica demandada, el proceso definitivamente se frustra, bien porque la demanda nunca se admitiría, caso del ordinal 1 del artículo en comentario, o la admisión dispuesta conforme al numeral 2 se revocaría, tal como lo entiende la doctrina nacional, y en cualquier caso obraría un impedimento procesal para una definición de mérito, porque no es posible una adecuada conformación de la relación jurídica procesal, cuando uno de sus extremos carece del presupuesto procesal de la capacidad para ser parte, pues no otra sería la situación de una persona calificada de jurídica, que no se sabe si es tal, porque no se demostró su existencia, y por consiguiente su representación, aunque la ausencia de esto último concierne a la capacidad procesal o para comparecer, que como bien se sabe es otro de los presupuestos del proceso. (Resaltado ajeno al texto original)
…

Según el contenido del artículo en comentario (se refiere al 48 del Código de Procedimiento Civil), la sociedad extranjera con domicilio en el exterior, pero con negocios permanentes en Colombia, para efectos de una debida concurrencia al proceso deberá aducir el certificado de registro mercantil que el inciso 1º de la norma consagra, mediante el cual, entonces, demostraría su existencia y la representación, pues los documentos protocolizados, cuyo extracto se registra hacen relación a esas aptitudes.

La sociedad extranjera con domicilio en el exterior, sin negocios permanentes en Colombia, para el mismo efecto procesal, deberá constituir apoderado judicial conforme al Código de Procedimiento Civil, y probar su existencia de acuerdo a la ley de su país.

…
4. Ahora bien, leído en su integridad el texto de la demanda (fols. 32 a 40-1), fácilmente se verifica que efectivamente, como lo afirma el recurrente, en dicho escrito no se formularon pretensiones contra establecimiento de comercio alguno, sino contra la sociedad Machino Export, ciertamente con nombre idéntico al establecimiento de comercio que se halló en el registro mercantil. Empero, lo anterior no significa que el ad quem haya cometido el error que se denuncia, respecto de la apreciación o interpretación de la demanda, puesto que la sentencia guarda fidelidad con su tenor, pues aunque partió del hecho cierto de que formalmente se había demandado a una sociedad, probatoriamente concluyó que ésta no existía, por lo menos como verdad procesal, al examinar la prueba de la existencia y representación de la misma, como era imperativo por estar frente a dos de los llamados presupuestos procesales: la capacidad para ser parte y la capacidad para comparecer.

Fue entonces, a propósito de dicho análisis, cuando el ad quem, luego de haber dispuesto oficiosamente la orden probatoria (artículos 179 y 180 del Código de Procedimiento Civil), que era también su deber, verificó que en el proceso no se hallaba demostrada, conforme lo establece el artículo 48 del Código de Procedimiento Civil, la existencia y representación de la que se decía sociedad demandada, puesto que el certificado de registro mercantil N° 405944 de abril de 1990, allegado de oficio, como quedó anotado, apenas daba cuenta de la inscripción de un establecimiento de comercio de propiedad de Humberto Agredo Espitia, cuyo registro había sido cancelado el 25 de noviembre de 1991 (fol. 10-2).

5. Respecto de los otros errores que se traen a colación para acusar la sentencia, por cuanto no se apreciaron los testimonios y el documento que se señalan en el cargo segundo, baste decir que así ellos se hubiesen cometido su connotación para efectos del recurso de casación sería ninguna por falta de trascendencia, porque no existiendo en el expediente, como no existe, prueba de la existencia de la sociedad demandada, la cual como quedó explicado es específica, en nada se variaría la decisión por la evaluación de los medios que se dicen omitidos, porque ninguno de ellos suplanta la exigencia tarifaria para dar por descontado el presupuesto procesal de capacidad para ser parte, que fue el que echó de menos el Tribunal…”
7.- No desconoce la Sala que la ley repulsa las sentencias inhibitorias que no resuelven de fondo el asunto puesto a la decisión del juez y tampoco le ponen fin; por el contrario, someten a las partes a un estado de incertidumbre, que incluye un injustificado e innecesario desgaste para ellas y para la rama judicial. 

La Corte Constitucional
, al pronunciarse sobre la exequibilidad de los artículos 91, reformado por el 42 del Decreto 2282 de 1989 y 333 del Código de Procedimiento Civil, precisó en el numeral tercero de esa sentencia que “la exequibilidad de los preceptos enunciados se condiciona, además, en el sentido de que las providencias judiciales inhibitorias únicamente pueden adoptarse cuando, ejercidas todas las atribuciones del juez y adoptadas por él la totalidad de las medidas procesales para integrar los presupuestos del fallo, resulte absolutamente imposible proferir decisión de fondo”.

De otro lado, el numeral 4 del artículo 37 del Código de Procedimiento Civil impone al juez el deber de evitar los fallos inhibitorios, para lo cual el mismo ordenamiento le concede una serie de oportunidades en el proceso tendientes a lograr que los presupuestos procesales se encuentren reunidos para cuando ha de dictar la sentencia.

En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, esta Sala agotó el mecanismo previsto por el legislador con el fin de evitar la sentencia inhibitoria, concretamente y como ya se indicara, de manera oficiosa se solicitó a la parte demandante acreditar su existencia, indicándole incluso las normas a las que debía sujetarse, lo que no logró.
DECISIÓN

En esas condiciones, ante la falta del presupuesto procesal de capacidad para ser parte en el demandante que impide desatar de fondo el litigio, se revocará la sentencia impugnada y se inhibirá la Sala de resolver.

En consecuencia, se levantarán las medidas previas que se hallan vigentes, efecto para el cual se harán los ordenamientos que del caso se desprendan.

No se hará condena en costas en esta instancia por cuanto para ambas partes el recurso fue decidido en forma desfavorable.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 23 de febrero de 2015, en el proceso ejecutivo singular que promovió la Sociedad Importadora Universal S.A. contra los señores Rubén Darío González Álvarez y Blanca Gilma Castro Bedoya. En su lugar, se declara INHIBIDA para pronunciarse sobre las pretensiones planteadas.

SEGUNDO: DECRETAR el levantamiento del embargo y secuestro de  los inmuebles con matrículas inmobiliarias Nos. 294-54055 y 290-65485 de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas y de Pereira en su orden y de los bienes muebles que fueron objeto de tales medidas.
Líbrense los oficios del caso a los funcionarios encargados del registro de tales inmuebles.

Notifíquese la decisión adoptada a los secuestres que han intervenido en este proceso, informándoles que han cesado en sus funciones, que deben hacer entrega de los bienes a ellos encomendados a las personas que los tenían en su poder al momento del secuestro y rendir cuentas comprobadas de su administración en un término de diez días.

TERCERO: Sin costas.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Ausente con causa justificada)
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